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:
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Accionante:



Luis Hernando Romero Luque 
Accionado:


Instituto del Seguro Social
Procedencia:

Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira

Derechos:


Debido proceso, derechos adquiridos, igualdad, y seguridad social.
ASUNTO:
En virtud del impedimento de uno de los Magistrados, se pronuncia la Sala Dual en torno a la impugnación interpuesta por el actor contra el fallo mediante el cual el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad negó la tutela de los derechos reclamados por el ciudadano Luis Enrique Romero Luque, en contra del Instituto del Seguro Social.
ANTECEDENTES:
El demandante afirma que mediante resolución 00538 del 23 de julio de 2004 le fue reconocida por el Instituto del Seguro Social su pensión de jubilación, pero que desconoce la aplicación del régimen de transición por lo que agotó los recursos de reposición y apelación, el último de los cuales modificó tal decisión solo en la fecha de causación.
Asegura que intentó una revocatoria directa de la Resolución 0425 del 22 de marzo de 2006, para que se reliquidara su pensión aplicando el beneficio del régimen transicional, pero la respuesta fue negativa, sin entender la razón para que no se diera aplicación a las normas que lo favorecen, por lo que –sostiene- se le violan sus derechos a la seguridad social, al debido proceso, al trabajo y de petición, cuyo restablecimiento pretende mediante la orden que se imparta al Gerente Seccional del I.S.S., para que proceda a la reliquidación de su pensión con reconocimiento del régimen de transición.

SENTENCIA DE PRIMER GRADO

La operadora de primer grado motivó lo relativo a la inviabilidad de la tutela para reclamar derechos prestacionales, a no ser que concurran las condiciones de excepcionalidad, y apunta que la revocatoria directa no procede por la vía administrativa cuando se agoten los recursos, además de advertir que existen otros medios de defensa judicial, razón para declarar improcedente el amparo deprecado.

IMPUGNACIÓN
Al momento de surtirse la notificación personal el actor escribió ‘apelo’, mas no indicó las razones de su disenso.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el canon 86 de la Constitución Política, en armonía con  los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000.
2. Problema jurídico planteado:

Compete a esta Corporación, asumir el estudio de rigor para establecer: (i) si el Instituto del Seguro Social ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por el actor y por ende si procede la revocatoria de la decisión de primera instancia como en forma tácita lo solicita el impugnante, o (ii) si el fallo se encuentra ajustado a derecho y por ende merece la ratificación.

SOLUCIÓN:

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Constituye tema decisorio, la pretensión del ciudadano Luis Enrique Romero Luque para que se protejan sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y seguridad social, como conexos con otros constitucionales de primer orden, para lo cual aduce omisión por parte del Instituto del Seguro Social Seccional, de resolver en forma adecuada su solicitud de pensión de jubilación, al desestimar la aplicación de la ley favorable por encontrarse dentro del régimen de transición.

En primera instancia la falladora constitucional no advirtió violación al derecho fundamental de petición del actor, y señaló que si bien solicitó la revocatoria directa de la resolución que le reconoció la prestación pensional la cual fue resuelta mediante breve escrito que puso de presente el agotamiento de los recursos, este actuar de la administración pública estuvo soportado en lo indicado por el artículo 70 del Código Contencioso Administrativo, por haber hecho uso de los recursos ordinarios en la vía gubernativa.

Al adentrarnos en el objeto propio de la acción, se advierte que la protección deprecada no se limita a los derechos de petición y a la seguridad social, ya que se adujo en el libelo que se le desconoció al ciudadano Romero Luque el derecho a un debido proceso, toda vez que en ejercicio de la actuación administrativa que culminó con la liquidación de su pensión, posiblemente se omitió aplicar la ley que regula el caso, toda vez que el funcionario público adecuó en forma caprichosa otras disposiciones legales para adoptar la resolución que ahora es objeto de reproche.

La Sala advierte la preocupación del actor frente a la reclamada existencia de una vulneración de sus derechos sustanciales, consistente en la omisión de la entidad de derecho público de dar plena observancia a lo establecido por la Ley 33 de 1985; sin embargo el quebrantamiento es de orden legal y no entraña una afectación a las garantías fundamentales del señor Romero.

La jurisprudencia ha sido reiterada, uniforme y pacífica al precisar que excepcionalmente se puede brindar protección por vía de tutela por vulneraciones de orden legal, cuando quiera que repercutan en una situación especial del actor, al punto tal que lo coloque en inminente peligro o afectación manifiesta de sus garantías fundamentales, o también es procedente ordenar la protección en forma transitoria para precaver un perjuicio irremediable.

No puede perder de vista el operador constitucional que las acciones por las vías de la jurisdicción ordinaria o contencioso administrativa son las llamadas a dilucidar los conflictos cuando quiera que se afecten los derechos consagrados en la ley, así ellos sean desprendidos de la Carta Política, porque la única finalidad de la acción prevista en el cánon 86, es la protección de los derechos fundamentales, de tal suerte que acceder a prestaciones de orden económico desprendidas de un reconocimiento pensional escapa al propósito tutelar.

El Tribunal ha sido respetuoso de esta orientación jurisprudencial, cuya directriz es la siguiente:

“Es cierto que  la Corte Constitucional en estos casos ha establecido como regla general la improcedencia de la acción de tutela para el reconocimiento de derechos pensionales. Al respecto, la Corte ha dicho recurrentemente que:

“Teniendo en cuenta tal disposición y en tratándose de la solicitud del reconocimiento y pago de un derecho pensional, esta Corporación ha sido consistente en sostener que la acción de tutela resulta, por regla general, improcedente para resolver cuestiones de esta estirpe, toda vez que por su naturaleza excepcional y subsidiaria, no puede reemplazar las acciones ordinarias laborales concebidas por el Legislador para resolver asuntos de carácter litigioso. De tal suerte que la existencia y disposición de otros medios de defensa judiciales como escenarios pertinentes para ventilar tanto las diversas controversias de índole económica como para desplegar ampliamente las diferentes garantías de orden procesal encaminadas a demostrar el supuesto de hecho de las normas cuyo efecto jurídico persiguen, permiten suponer que, en principio, la acción de amparo constitucional se torna en un mecanismo impropio para decidir sobre tales pretensiones.” 

“Al mismo tiempo, sin embargo, la Corte ha dicho que si los medios ordinarios no garantizan con eficacia e idoneidad el derecho a la pensión, o tal desprotección implica una afectación de las condiciones de vida del discapacitado y su familia de tal magnitud que podría ponerse en riesgo el derecho a la alimentación, al mínimo vital, y en general, a la dignidad, al juez de tutela le es dable conceder la protección solicitada. La Corte también ha reconocido que si estas circunstancias de desprotección se predican, además, de personas de la tercera edad (artículo 46 C.P.), o de sujetos de especial protección como las mencionadas en el artículo 47 de la Carta (disminuidos físicos, sensoriales y síquicos), los requisitos de procedibilidad de la tutela para proteger derechos pensionales se analizan con un mayor grado de flexibilidad, toda vez que los medios de respuesta ordinarios pueden resultar, por el tiempo que dura su trámite, ineficaces para la protección de los derechos fundamentales de las personas de quienes se predican tales condiciones, quienes suelen carecer de otra fuente de ingresos económicos. 

“(…)”.
 

De los documentos allegados al plenario se infiere que el accionante no se encuentra en condición de desprotección, de tal manera que no se predica de ella su debilidad manifiesta, y de otro lado, está percibiendo una asignación mensual vitalicia que le permite vivir dignamente, lo cual impide avizorar infracción de alguno de sus derechos fundamentales, y solo al parecer podría considerarse el quebrantamiento de una disposición de orden legal en atención a la controversia existente acerca de la aplicación de la Ley 100 de 1993, cuyo discernimiento corresponde determinar en primer término al juez laboral ordinario, no al juzgador constitucional.

Otro aspecto que confluye para concluir en la improcedencia de la acción, es el atinente a la ausencia de inmediatez en su promoción, porque se aprecia que tanto la decisión que concluyó con el reconocimiento de la pensión como la que resolvió los recursos y la pretensión de revocatoria directa, tuvieron su trámite en las oficinas de la entidad accionada hace algunos años, esto es más de cuatro, tiempo por demás suficiente para haber concurrido ante la justicia ordinaria.
Las consideraciones anotadas permiten concluir que no es procedente el amparo de los derechos invocados por el ciudadano Romero Luque, de suerte que así se declarará, no sin antes advertir que ante la ausencia de argumentos a cargo del censor con los cuales sustente su insatisfacción con el proveído de primer nivel, se hace innecesario que la Sala se extienda a otros aspectos.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Dual de decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Confirmar el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, en cuanto fue materia de impugnación.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
LEONEL ROGELES MORENO                  JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado









    Magistrado
JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Secretario

� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-113 de 2010, M.P. Mauricio González Cuervo.
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